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11  Foja 6
Exp. 607/2021/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 607/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: 
DIRECCION GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA EN SU DIVISION DE DIRECCIÓN DE POLICIA VIAL DE SAN LUIS POTOSI.

	MAGISTRADA: 
MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ



San Luis Potosí, San Luis Potosí, a once de enero de dos mil veintidós. 

V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 607/2021/2, promovido por **********, por propio derecho, y quien señaló como autoridades demandadas a la Dirección General de Seguridad Pública en su división de Dirección de Policía Vial de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el treinta de agosto de dos mil veintiuno, compareció ********** por su propio derecho, a promover demanda de juicio contencioso administrativo en contra de las autoridades demandadas, señalando como acto controvertido el siguiente:
“RECLAMO LA EMISIÓN Y APLICACIÓN EN PERJUICIO A QUIEN SUSCRIBE POR LA BOLETA DE MULTA E INFRACCIÓN CON NÚMERO DE FOLIO **********LA CUAL ME FUE INTERPUESTA INJUSTIFICADAMENTE…

RECLAMO LA RETENCIÓN DE Y/O RECOGIMIENTO DE MI PLACA DELANTERA...

RECLAMO LA RESTITUCIÓN INTEGRA DEL PAGO HECHO POR LA BOLETA DE INFRACCIÓN POR LA CANTIDAD DE $905… PESOS M.N. (NOVECIENTOS CINCO PESOS)...”
II.- A través del acuerdo de uno de septiembre de dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda en contra del acto precisado en el resultando anterior, se ordenó emplazar a las autoridades para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimara pertinentes.
En el mismo auto, en virtud de que de una lectura a la boleta de infracción impugnada no se advertía el nombre del infractor o del propietario, se requirió a la parte actora a efecto de que EXHIBIERA, copia certificada de la factura y tarjeta de circulación del vehículo infraccionado referido en la boleta de infracción con número de folio **********, al que le corresponde la placa vehicular ********** o bien documento con el que acredite su interés jurídico para comparecer a impugnar la citada boleta.

III.- Mediante proveído de cuatro de octubre de dos mil veintiuno, en virtud de haber presentado la parte actora escrito en el buzón de promociones de termino de este tribunal el veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno, en el cual refería desistirse de la acción intentada en el presente juicio por los argumentos que estima en su de cuenta, con fundamento en el artículo 131 fracción V del Código de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en términos del artículo 217 del Código Procesal Administrativo, se REQUIRIÓ a la parte actora para que en el término de tres días, acudiera a este Tribunal, a efecto de comparecer a ratificar su escrito del desistimiento del juicio ante este órgano jurisdiccional.
En el mismo auto SE RESERVÓ,  acordar la contestación de la autoridad demandada, derivado del plazo otorgado al actor para comparecer a ratificar su escrito de desistimiento del juicio.

IV.- Por auto de veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, en virtud de que la parte actora no contesto el requerimiento formulado en el auto de cuatro de octubre de dos mil veintiuno, para efecto de que ratificara su desistimiento del juicio, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto y se ordenó continuar con la substanciación del presente juicio.
V.- Mediante auto de veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno, se tuvo por contestada la ampliación de la demanda a las autoridades demandadas, ordenándose correr traslado a la parte actora y por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes.

Además se tuvo por contestada la demanda a la autoridad demandada, corriéndole traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera, y se admitieron las pruebas que ofrecieron las partes.

Finalmente, se señalaron las once horas del nueve de diciembre del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VI.- En la fecha y hora fijadas en el auto descrito en el resultando que antecede se llevó a cabo la audiencia final, sin asistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos. Asimismo tuvo por desahogadas las pruebas de las partes, ofrecidas en tiempo, dada su propia y especial naturaleza; hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar. Se tuvo por formulando alegatos a la autoridad demandada y se certificó que la parte actora no formuló alegatos, se  declaró cerrada la audiencia y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar si la boleta de infracción con el número de folio **********de fecha **********fue emitida de manera legal o ilegal.

TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, resulta necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio, y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el actor del presente juicio carece de interés jurídico para demandar el acto controvertido, razón por la que se estima que se actualiza la hipótesis de improcedencia del juicio prevista en la fracción II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que conduce a decretar el sobreseimiento del presente juicio con base en la fracción II del diverso artículo 229 del citado Código de acuerdo con las consideraciones siguientes:

Los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en su fracción II, establecen:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

(…)

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor…”

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

(…)

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior…”

De lo dispuesto en los artículos antes transcritos se desprende que el juicio Contencioso Administrativo es improcedente ante el Tribunal cuando se controviertan actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor, asimismo se desprende que cuando en la tramitación del procedimiento contencioso sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 228 del citado Código procede el sobreseimiento del juicio.

Lo anterior encuentra relación con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal de la materia en el cual se establece que la personalidad o legitimación de las partes deberá ser analizada de oficio por las Salas.

Ahora bien, en el presente caso el demandante acudió a promover juicio contencioso administrativo con el carácter de propietario del vehículo en cuestión, razón por la cual se estima que en relación con el acto controvertido pudiere acreditar un interés jurídico por afectarse su esfera patrimonial con el retiro y retención del vehículo, no obstante ello en el caso concreto y de acuerdo a las constancias que obran en autos no se desprende de manera fehaciente que el hoy actor sea propietario del vehículo infraccionado a través del acto impugnado, requisito indispensable para promover el presente juicio, según se expondrá en los razonamientos siguientes.

De las constancias de autos, se desprende que el actor pretende acreditar su interés jurídico el accionante ofreció y exhibió en su demanda los siguientes documentos:

1. Copia simple de la licencia de conducir expedida por el Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y,
2. Recibo de entero número ********** expedido por la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, a nombre de Julia Gabriela Martínez Zenteno.
Así las cosas, una vez analizados dichos documentos esta Sala Unitaria los estima insuficientes para acreditar que el accionante es propietario del vehículo, pues al acudir al presente juicio el accionante no acredito ser propietario del vehículo infraccionado en la boleta de infracción con el número de folio 
**********de fecha **********, identificado con los datos de: marca **********; tipo **********; placas **********; color **********; color **********. 
Cabe señalar que de la copia certificada de la boleta de infracción visible a foja 10 de autos en este expediente, se observa que en el apartado de “EL INFRACTOR” se observan la siglas A.Q.R.C., del mismo documento se observa que las siglas refieren “A quien resulte conductor”, también se observa que en el apartado de “EL PROPIETARIO” se plasmaron las siglas A.Q.R.P. refiriéndose “A quien resulte propietario”, por tanto, la persona que acuda a juicio de nulidad debe acreditar su interés jurídico, tal como lo establece el artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado.
Una vez analizados en su conjunto los documentos probatorios antes señalados esta Juzgadora reitera que los estima insuficientes para acreditar el interés jurídico del compareciente en el presente juicio, en virtud de que no generan convicción de que quien comparece en juicio a demandar la nulidad la boleta de infracción con el número de folio **********de fecha **********, sea propietario del vehículo infraccionado, por tanto, carece de interés jurídico para demandar la irregularidad del acto administrativo impugnado por que éste le genere una afectación en su patrimonio.

Se precisa lo anterior en virtud de que el medio idóneo para acreditar la propiedad de un vehículo lo constituye el documento denominado factura pues en ella se hacen constar tanto la adquisición inicial como la cesión de derechos a posteriores adquirientes mediante el endoso, ya sea en original o copia certificada por autoridad facultada para ello, documento que no fue exhibido por el compareciente en el presente juicio.

Ahora bien, no obstante la precisión anterior, no escapa a esta Juzgadora la consideración de que pudiere existir el caso de que no se pueda exhibir dicha factura sino únicamente la carta factura dependiendo de una variedad de situaciones o circunstancias, sin embargo, éste último documento, debido a su naturaleza –privada sin cumplir algún requisito legal para su expedición- el cual es expedido para determinada finalidad y vigencia de carácter limitado, carece por sí solo de valor probatorio pleno, aunque del mismo se puede desprender un valor indiciario, el cual, necesariamente para adquirir eficacia probatoria plena debe ser adminiculado con otras pruebas, aunque estas tengan igual valor indiciario para corroborar plenamente al vincularlos en conjunto la situación de propiedad que guarda el vehículo, sujetándose por supuesto dicha valoración a la fiabilidad de los hechos o datos conocidos, la pluralidad de indicios, la pertinencia y coherencia de los mismos.

Para mayor compresión del interés jurídico, se estima conveniente reproducir el contenido del citado precepto legal:

“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”

De lo dispuesto en el artículo antes transcrito se desprende que conforme al mismo podrán demandar o intervenir en juicio las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión; estos dos supuestos distintos para demandar o intervenir en el juicio consisten en:

1. La posibilidad de que intervenga en juicio la persona que tenga interés legítimo, quien deberá invocar situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

2. El interés jurídico reviste a los titulares de un derecho subjetivo, de ahí que la posibilidad de acudir con la pretensión de obtener sentencia que permita realizar actividades reguladas, se circunscribe al deber de acreditar el interés jurídico mediante la exhibición de la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.

Ahora bien, a raíz de la expresión de esos dos conceptos, conviene aclarar que el concepto de interés legítimo define al derecho de los particulares para activar la actuación pública administrativa en defensa del interés público y la protección del orden jurídico; en tanto que, el interés jurídico consiste en el derecho subjetivo de los particulares derivado del orden jurídico, que le confiere facultades o potestades específicas expresadas en actos administrativos, tales como infracciones, concesiones, autorizaciones, permisos, licencias, registros y declaraciones -sin que sea la única forma de acreditación de dicho interés, pero que para efectos del presente asunto esa otra forma se abordó previamente (afectación patrimonial)-. 

En tal sentido, el interés jurídico requiere ser tutelado por una norma de derecho objetivo (precisa de la afectación a un derecho subjetivo), el interés legítimo supone, únicamente, la existencia de un interés cualificado respecto de la legalidad de determinados actos, interés que proviene de la afectación a la esfera jurídica del individuo, ya sea directa o derivada de su situación particular respecto del orden jurídico.

En ese orden, y para el caso que nos ocupa se precisa que el interés jurídico implica la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir; y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. 

Las normas que tutelan al interés jurídico son susceptibles de generar derechos subjetivos en beneficio de personas determinadas; pueden ser individualizadas; de tal manera que se afecte inmediata y directamente el estatus jurídico de la persona; en cambio, las normas relativas al interés legítimo no tienen la capacidad de generar derechos subjetivos. 

El interés jurídico determina una posición distinta frente al orden jurídico, que aquella que tiene quien acude a juicio con un interés legítimo que defender, pues su propia finalidad es de acotar dos posiciones diferenciadas.

Tal interés jurídico supone la existencia de un derecho dentro de la esfera jurídica particular de un individuo, en cambio, el interés legítimo no supone una afectación directa al estatus jurídico, sino una indirecta, en la medida en que la persona sufra una afectación, no en sí misma, sino por encontrarse ubicada en una especial situación frente al orden jurídico que le permite accionar para obtener el respeto a su interés jurídicamente tutelado, aunque no goce de un derecho subjetivo reflejo individual.

Por lo tanto, respecto de actos de naturaleza administrativa como el controvertido, debe tenerse en consideración que quien aduce un interés jurídico en sentido estricto, parte de que una norma general se ha individualizado en su beneficio; de tal forma que cuenta con un derecho subjetivo, mientras que quien ostenta interés legítimo aduce la existencia de una norma que aún no se ha individualizado en su beneficio, pues simplemente lo coloca, como integrante de una colectividad, en la posibilidad de defender, en su beneficio.

En tales consideraciones, se estima que los documentos presentados por la parte actora, no constituyen prueba plena conforme al artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues analizados en su conjunto no acreditan fehacientemente que ********** ostenta la propiedad del vehículo motivo de infracción a través de la boleta de infracción con el número de folio **********de fecha **********, dado que no exhibió documento con alcance valor probatorio suficiente para acreditar la propiedad del vehículo.

Por las razones anteriores, se estima que se actualizan las causas de improcedencia y sobreseimiento establecidas en la fracción II de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en consecuencia la limitante para analizar sobre la irregularidad del acto que se pretendió controvertir a través del presente juicio, en razón de que quien compareció no acreditó la afectación a su interés jurídico, en razón de que la afectación que ese acto pudiere generar conforme a lo expuesto en la presente resolución se encamina al propietario del vehículo, sin que acreditara tener dicho carácter.
Finalmente, dada la improcedencia del presente juicio derivado de la falta de interés jurídico del accionante la pretensión de revocar lisa y llanamente los Actos y/o Resoluciones recurridas, resulta inatendible en principio porque es necesario la existencia de un acto irregular por parte de la autoridad demanda que genere un daño al particular, situación que en el caso concreto no se actualiza, por no señalarse elementos suficientes de estudio relativos a la acción u omisión irregular del Estado, aunado a que el interés jurídico sobre una posible afectación al vehículo motivo del acto que se pretendió impugnar no se acreditó en autos, de ahí lo inatendible de dicha pretensión.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Han resultado fundadas las causas de improcedencia y sobreseimiento hechas valer de oficio por esta Sala Unitaria, en consecuencia;
TERCERO.- Se decreta el sobreseimiento del presente juicio respecto de la boleta de infracción con el número de folio 
**********de fecha **********, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y a través del buzón electrónico a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, autoriza y da fe.- L´LLOT.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Con fundamento en el artículo 110 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por disposición de su numeral 217, se hace del conocimiento de las partes que por acuerdo del Pleno de este Tribunal de trece de diciembre de dos mil veintiuno, se asignó a la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, como Magistrada adscrita a esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.








